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Cuando el socialista José Antonio Griñán era ministro de Trabajo y Seguri-

dad Social, se reunió con el entonces presidente y varios miembros de la co-

misión permanente de nuestro Consejo General, para, entre otras cosas,

pedir ideas para la creación de empleo en las pequeñas empresas, enten-

diendo que los graduados sociales éramos los perfectos conocedores de ese

ámbito laboral. Nuestra organización respondió con presteza y presentó al

ministro un decálogo de posibles medidas, de las que se hizo eco la prensa

nacional (ABC le dedicó una página). Algunas de ellas sirvieron para la ela-

boración de normas que vieron la luz en el Boletín Oficial del Estado.

Más tarde, Javier Arenas, primer titular de la misma cartera en el Gobier-

no del Partido Popular, vio la importancia de que nuestra profesión cola-

borara con su Ministerio, por haber nacido al amparo del mismo y ser en

sus competencias donde debe desarrollarse principalmente nuestra activi-

dad. Tanto es así que dijo en repetidas ocasiones que quería que se le co-

nociera como el ministro de los graduados sociales. Además de reunirse

reiteradamente con el presidente del Consejo y sus colaboradores directos,

acudió a cuantos eventos fue invitado desde nuestra superior corporación

y organizó varios actos de homenaje a nuestro colectivo, entre los cuales

destacó la recepción, en el Palacio de la Moncloa, por parte del Presidente

del Gobierno. De esta estrecha relación nació la firma del primer acuerdo

de colaboración del Ministerio de Trabajo con nuestro Consejo General,

del que se derivaron importantes subvenciones, nuestra presencia en

cuantos actos importantes organizaba su departamento y, lo que es más

importante, el contagio de ese entusiasmo a sus altos cargos. Tanto fue así

que el secretario de Empleo, Manuel Pimentel, al crear una comisión de

expertos para la elaboración del Real Decreto-Ley de Medidas Urgentes

para la Mejora del Mercado de Trabajo en Relación con el Trabajo a Tiem-

po Parcial y el Fomento de su Estabilidad, eligió a un graduado social para

formar parte de la misma. Más tarde, siendo ya ministro, se congratuló de

haberlo hecho y anunció que seguiría contando con esa experiencia y ese

buen hacer.

Pero resulta que las cosas han cambiado y nuestra lógica y natural relación

con el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales ya no es lo que era. Al

menos, no lo es la consideración que se nos tiene, porque las directrices que

hemos adoptado nos han apartado de nuestros orígenes para acercarnos pe-

ligrosamente a otros ámbitos, los procesales, donde sólo actúa una minoría

de compañeros. Al mismo tiempo, hemos despreciado numerosas ocasiones

de acercamiento que, una vez perdidas, son difíciles de recuperar.

E d i t o r i a l

¿Perdemos

prestigio?

José Blas Fernández Sánchez

presidente del Colegio Oficial

de Graduados Sociales 

de Cádiz 



No es cuestión baladí lo que aquí escribo, siendo prueba de ello, que nuestra profe-

sión ha sido ignorada en la Comisión de Expertos nombrada el pasado mes de junio

para evaluar el funcionamiento de las políticas de empleo llevadas a cabo con las re-

formas laborales acometidas desde el año 1992. No hay entre sus ocho miembros

ningún graduado social, pero sí hay un abogado especialista en recursos humanos.

Bien es verdad que el nombramiento de la Comisión ha sido consensuado por las

partes firmantes de la Declaración para el Diálogo Social, pero en el Ministerio, que

es una de esas partes, se pudo haber pensado en nuestro conocimiento de las pe-

queñas y medianas empresas, de su problemática, sus necesidades y los motivos de

sus preferencias en la contratación. Porque la Comisión tiene que informar, entre

otras cosas, de lo siguiente: sobre el funcionamiento de la política de estímulos a la

contratación de determinados colectivos, especialmente la puesta en marcha en

1997, a partir del acuerdo firmado por los interlocutores sociales en abril de ese año;

sobre el contrato de obra o servicio, la contratación indefinida (en particular, el con-

trato de fomento del empleo establecido a partir del acuerdo de 1997) y el contrato

temporal por circunstancias de la producción. La Comisión también evaluará el fun-

cionamiento del contrato a tiempo parcial, el contrato fijo-discontinuo, la respecti-

va evolución de su regulación jurídica y las causas que explican el insuficiente vo-

lumen de este tipo de contratos en España en relación con su extensión en otros pa-

íses de la Unión Europea; las principales funciones de la temporalidad en el ámbito

de la adaptabilidad de las empresas y los mecanismos alternativos de flexibilidad y

ajuste de las planillas a las necesidades de producción (resolución a la contratación

indefinida, contratos a tiempo parcial y para fijos discontinuos, distribución flexible

del tiempo de trabajo, movilidad geográfica y funcional); el impacto en la contrata-

ción temporal de las nuevas formas de organización empresarial del trabajo (sub-

contratación, empresas de servicios, trabajo autónomo, etc.), así como la función

que desempeña en el ámbito de la competitividad y flexibilidad de las empresas, en

la creación de empleo y en la seguridad de los trabajadores. Además, también se ana-

lizarán las políticas socio-laborales desarrolladas para la promoción de la participa-

ción de las mujeres en el mercado de trabajo y el comportamiento del sistema de

protección por desempleo: interrelaciones entre temporalidad, cobertura, estructura

y estímulos a la contratación.

Está clara, pues, la pérdida de consideración en que hemos entrado, seguramente por

haber cambiado nuestra forma de actuar, exigiendo en lugar de demostrando deseos

de colaboración y capacidad técnica. Como mucho, se nos pide aportar ideas –como

a cualquier ciudadano– para mejorar la gestión. Pero se nos ignora como expertos,

incluso para algo tan ligado a nosotros como la elaboración del Estatuto del Autó-

nomo, siendo nuestro colectivo el referente dentro de los trabajadores por cuenta

propia, en cuanto al cumplimiento de sus obligaciones y en aportación económica

al Sistema.

José Blas Fernández Sánchez
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¿Desde cuando es usted alcaldesa de Cádiz?

Desde el mes de mayo del año 1995

¿Conoce al colectivo de graduados sociales?

Me une con este colectivo un gran afecto, empezando por

su presidente y compañero de equipo de gobierno y parti-

do, José Blas Fernández.  No puedo olvidar tampoco a los

que han sido alcaldes de Chiclana, Manuel Jiménez Ba-

rrios, y de Puerto Real, Antonio Carrión, ni a otros miem-

bros de mi equipo de concejales como son Mercedes Co-

lombo e Ignacio Romaní de Cádiz y José Antonio Navarro

de El Puerto de Santa María.

¿Cree que las empresas de su ciudad le prestan

reconocimiento a este colectivo?

Lo hacen. Sobre todo por el prestigio que ha adquirido este

colegio. Siempre se ha confiado en ellos, como muestra

que durante estos últimos años, Rodrigo Rato, siendo mi-

nistro de Economía, ha realizado numerosas consultas a

este colectivo.

¿Podría decirnos si en su ayuntamiento, así

como en las empresas públicas, existen gradua-

dos sociales al servicio de los departamentos de

personal o recursos humanos?

Sí. Además, ejercen a la perfección y con gran profesionali-

dad su labor diaria. De hecho, es uno de los títulos que

entre el funcionariado y los representantes sindicales tiene

una mayor acogida.

¿Considera necesaria la intervención de gradua-

dos sociales en las pymes como asesores jurídi-

cos y laborales?

Su intervención es indispensable, ya que estas empresas no

pueden costearse un asesoramiento propio permanente.

La alcaldesa de Cádiz, Teófila Martínez,

conoce bien la profesión de graduado

social y valora muy positivamente la

labor que realizan quienes la ejercen.

Por ello, desde su toma de posesión al

frente del consistorio gaditano, ha

tenido una magnífica relación con

nuestro Colegio Oficial, con el que,

además, la corporación que preside

tiene firmado un convenio de

colaboración. Pero, por si eso no fuera

suficiente demostración de su afecto,

las declaraciones que hace en este

número de "Avante Social" dejan claros

conceptos y situaciones que algunos no

quisieran aceptar.

E n t r e v i s t a

Teófila Martínez,

Alcaldesa de Cádiz
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Por ello, tienen que acudir a los servicios externos de los

graduados sociales, siendo éstos los que asesoran al 90 por

ciento de las pymes y micropymes.

¿Qué papel hace su ayuntamiento ante el desem-

pleo?

El Instituto de Fomento, Empleo y Formación (IFEF) del

ayuntamiento de Cádiz ha puesto en marcha una serie de

actuaciones en materia de empleo, integradas en el Plan

de Empleo del Municipio de Cádiz. Este plan, que tiene

una vigencia de cinco años y un presupuesto de más de

432.000  euros, tiene como principales objetivos la gene-

ración de riqueza y la creación de nuevos empleos en la

ciudad.

¿Considera necesaria una reforma laboral como

la prevista en Francia y Alemania?

Sí, ya que los movimientos sociales de toda Europa vienen

reclamando este cambio. La propia Unión Europea ya con-

sidera una asignatura pendiente una reforma laboral am-

plia con parámetros de realidad, teniendo en cuenta el cre-

ciente mercado migratorio.

¿Cree que son necesarios los Colegios Profesio-

nales?

En efecto, son muy necesarios. No comprendo cómo la

Junta de Andalucía ha querido desactivar la colegiación

obligatoria para este colectivo. 

Por mi condición de parlamentaria puedo decir que desde

el Partido Popular hemos presentado una enmienda que

luego fue rechazada por el Partido Socialista. Además, no-

sotros apoyamos el recurso al Tribunal Constitucional por

parte del Gobierno de José María Aznar.



Mª Gemma Araujo Morales es desde 

el día 18 de mayo del presente año

delegada provincial de Justicia y

Administración Pública. Es una gran

conocedora de nuestra profesión, 

como lo prueban las declaraciones que

ha hecho para Avante Social. 

En las mismas habla no sólo de 

lo que interesa a los graduados

sociales de Cádiz, sino de cuanto 

se relaciona con ellos en el ámbito 

de la judicatura.

E n t r e v i s t a

Mª Gemma 

Araujo Morales

¿Conoce al colectivo de graduados sociales y el

papel que desempeñan en la Jurisdicción So-

cial?

Por supuesto. De hecho, me ha interesado siempre el tra-

bajo llevado a cabo por este colectivo, como el de estudio,

asesoramiento, representación y gestión de materias socia-

les y laborales.

Además, ya llevan camino andado en cuanto a actuaciones

judiciales en materia tanto de despidos, como de reclama-

ciones de salarios, prestaciones, incapacidades, extinciones

de contratos, etc. 

¿Considera que al justiciable le preocupa la tar-

danza que demuestra la justicia en sus resolu-

ciones?

No sólo al justiciable, sino a todos los profesionales que

trabajamos en este mundo, nos preocupa la tardanza de las

resoluciones. Por ello, uno de los principales objetivos que

se pretende cumplir con una de las novedades que intro-

dujo en enero de este año la Ley Orgánica de Reforma del

Poder Judicial, el nuevo modelo de oficina judicial, es pre-

cisamente, a saber, el de profesionalizar, especializar y agi-

lizar el servicio público de la Administración de Justicia.

Con este nuevo modelo de oficina judicial, se reformará el

proceso que sigue un caso desde que llega a los juzgados

hasta que se comunica la sentencia, con objeto de racio-

nalizar el trabajo y simplificar la relación del ciudadano

con la Administración de Justicia. Como consecuencia, se

espera la agilización de los procesos y la reducción de la

pendencia de asuntos en nuestros juzgados.

¿Cómo ve las instalaciones de los distintos juz-

gados de nuestra provincia?

Son veinticinco edificios judiciales los que hay en la pro-

vincia de Cádiz, algunos de ellos en régimen de alquiler,

otros en propiedad. Unos se encuentran en un estado óp-

timo, otros bien y otros indudablemente necesitan mejo-

rar. Se está intentando cubrir de forma inmediata las nece-

sidades de estos últimos.

En estos años, se ha hecho una apuesta económica fuerte

por la construcción de nuevos edificios judiciales como los

de Sanlúcar y Ubrique, (de inmediata entrega y puesta a

disposición ambos), Chiclana y Barbate, (estos ya en pleno

rendimiento), asicomo se han adquirido algunos edificios

que nos interesaban, ya sea por el estado en que se encon-
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traban y las prestaciones que nos daban (Edificio Alcazaba

de Jerez de la Frontera) o para su remodelación y adapta-

ción a nuestras necesidades (antiguo cuartel de la Guardia

Civil en San Roque). Para la mayoría de los restantes man-

tenemos en conversaciones con las corporaciones locales

para la obtención de suelo de cara a una posible nueva edi-

ficación. Esto se hace en aquellos en que entendemos que

debe darse una mejora de las instalaciones existentes.

Igualmente, cada año intentamos priorizar las necesidades

que presentan nuestros edificios judiciales, haciendo un

esfuerzo constante y teniendo en cuenta las dotaciones

presupuestarias que pueda tener nuestra delegación.

¿Considera necesaria la intervención de los gra-

duados sociales en las pymes como asesores ju-

rídico-laborales?

Los graduados sociales tiene sus funciones muy especifica-

das, realizando un magnífico trabajo como asesores jurídi-

co-laborales dentro de las pymes. Dada la especificidad de

sus competencias, considero que esta especialización otor-

ga igualmente una rigurosidad en el trabajo bien hecho.

Por lo que si se refiere a este tipo de intervención creo que

son idóneos para realizar estas funciones, como de hecho

efectuan.

¿Cuándo se acometerán las controvertidas

obras de la Ciudad de la Justicia en esta provin-

cia?

Cádiz, como ciudad trimilenaria, esconde en su subsuelo

gran cantidad de restos arqueológicos, por lo que tenemos

que ser muy precavidos a la hora de comenzar las excava-

ciones. Ya hemos iniciado la preparación del proyecto ar-

queológico sobre el solar y para finales de año esperamos

que se puedan realizar las primeras catas arqueológicas.

Cuando hablamos de nuevas construcciones como la de la

Ciudad de la Justicia, preferimos dar pasos pequeños pero

afianzados, ya que son muchas las expectativas creadas. 

La construcción de la Ciudad de la Justicia en Cádiz va a

dar como resultado uno de los mayores edificios adminis-

trativos no sólo de la capital, sino que me atrevo a decir de

la provincia. La envergadura de la futura edificación va a

concentrar la totalidad de edificios judiciales que tiene la

ciudad de Cádiz, entendiendo, y en muchos casos com-

partiendo, las inquietudes de los profesionales que ejercen

su actividad en este partido judicial.

¿Tiene su delegación medios suficientes para

acometer con presupuestos reales las instala-

ciones obsoletas de algunos juzgados de esta

provincia?

Como he señalado, los presupuestos intentan priorizar las

necesidades que presentan los edificios judiciales de la pro-

vincia. De hecho, se trabaja en dar una respuesta rápida a

los problemas que se plantean en el uso cotidiano de di-

chas instalaciones, entre los que se encuentran la adapta-

Nació en La Línea de la Concepción (Cádiz)  en

1979. 

Es licenciada en Derecho por la Escuela Universi-

taria “Francisco Tomás y Valiente”; realizó los

cursos “El concepto de delito: nuevas perspecti-

vas”, XX Cursos de Verano de San Roque, 1999;

“Puertos: Aspectos jurídicos y de gestión”, IV

Cursos de Otoño de UCA en Algeciras; “La Unión

Europea y el Magreb”, VIII Cursos de Otoño de la

Universidad de Cádiz, 2003; “II Jornadas sobre el

tratamiento Político-Social del Menor” 2004.

Realizó prácticas en un despacho de abogados

de La Línea de la Concepción. Ha prestado aseso-

ramiento jurídico a distintas entidades asociati-

vas. Ha ostentado el acta de concejal del ayunta-

miento de La Línea de la Concepción desde 2003

hasta mayo de 2004, fecha en la que fue nombra-

da delegada provincial de la Consejería de Justi-

cia y Administración Pública en Cádiz, cargo que

ostenta actualmente.

Fue Presidenta de “La Asociación de Mujeres + li-

bres” de la comarca del Campo de Gibraltar.

María Gemma Araujo Morales,            
Delegada provincial de Justicia y administración pública



ción a los nuevos medios telemáticos en los que la Conse-

jería ha apostado y apuesta desde el principio. 

Hay algunos edificios que, dada su ubicación cercana al

mar, tienen grandes problemas de salinidad o filtraciones

de agua, pero se les ha dado solución cada vez que lo han

necesitado, reparando incluso lo recién hecho.

¿Piensa contar con el colectivo de graduados so-

ciales para todos aquellos proyectos que tiene

su Consejería?

Los graduados sociales son un colectivo con el que siempre

hemos mantenido buenas relaciones. De hecho, la conse-

jera de Justicia y Administración Pública, Mª José López,

mantuvo una de sus primeras reuniones con el presidente

del Consejo Andaluz de Graduados Sociales, Francisco Ro-

dríguez Nóvez, concretamente el pasado día 21 de junio. El

buen fin de la delegación provincial de Justicia y Adminis-

tración Pública depende de la buena sintonía y del buen

trabajo de colaboración que tengamos con todos los ope-

radores jurídicos, como en este caso el de graduados socia-

les. Por ello es un trabajo de todos conseguir los mejores re-

sultados.

El Juzgado de lo Mercantil se ubicará en la capi-

tal de la provincia y, concretamente, en la sede

de la Audiencia. ¿Será su sede definitiva? ¿Con-

sidera que es suficiente un solo juzgado para

toda la provincia?

En el BOE nº 168 de fecha 13 de julio de 2004 se publica el

Real Decreto por el que se crean los Juzgados de lo Mer-

cantil puros sólo en Cádiz, Málaga y Sevilla y mixtos en el

resto de provincias. Todo ello para hacer frente a las nece-

sidades impuestas principalmente por la Ley Concursal. Al

ser el primero para la provincia de Cádiz, se decidió que

éste tuviese su sede en la capital y, concretamente, en la

Audiencia Provincial, edificio con instalaciones suficientes

y adecuadas para acoger este nuevo órgano, por lo que no

supone un elevado coste presupuestario su establecimiento.

En cuanto a si es suficiente un solo juzgado de lo mercan-

til, creo que no debemos adelantar acontecimientos, ya

que el primero empezó a funcionar el 1 de septiembre del

presente año, y no sabemos la cantidad de asuntos que va

a tratar, aunque si se viera desbordado, trabajaríamos para

que se crease un segundo juzgado.

¿Puede explicarnos cúales son sus proyectos al

frente de la delegación?

El reto más importante que vamos a abordar, y sobre el que

ya estamos trabajando, es el nuevo modelo de oficina ju-

dicial, que será una realidad en abril de 2005.

Por otro lado, en este mismo mes esperamos que entre

en funcionamiento el Instituto de Medicina Legal, que

junto con los de Huelva y Jaén completarán la puesta en

funcionamiento de estos institutos en Andalucía, lo que

va a suponer el desarrollo de la especialización, forma-

ción e investigación médico-forense, elementos funda-

mentales para los profesionales y para la prestación del

servicio.

Estamos trabajando también en la elaboración de la Carta

de Servicios como documento que difunde nuestro com-

promiso de calidad e informa de las prestaciones y los de-

rechos de los ciudadanos en cada servicio público.

En materia de reforma juvenil, nuestra Consejería ha asu-

mido las competencias de ejecución de medidas judiciales

que la Ley Orgánica 5/2000, reguladora de la responsabili-

dad penal de menores, atribuye a Andalucía, por lo que es-

taremos expectantes para la aportación que puedan hacer

las delegaciones provinciales.

Son, en líneas generales, nuevos proyectos que, junto con

el mantenimiento y mejora de los que se han llevado a

cabo hasta ahora, me brindan la ilusión necesaria para

poder hacer realidad un proyecto político en el que los ga-

ditanos trabajamos duro día a día.

De la entrevista que mantuvo con nuestro presi-

dente, ¿qué conclusiones puede destacar?

Considero la primera toma de contacto con el presidente

del Colegio de Graduados Sociales como el inicio de una

estrecha relación de colaboración de ese colectivo con esta

delegación, como hasta ahora venía sucediendo. 

Además de las presentaciones, dado que no nos conocía-

mos, pusimos de relieve la necesidad de aunar esfuerzos

para conseguir mejorar todo lo concerniente a dicho co-

lectivo, y mantener en el futuro las reuniones necesarias

para establecer una buena comunicación que redunde en

beneficio de todos.
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En ese propósito se avanzó de forma considerable en la úl-

tima legislatura, aunque no siempre con el acierto que se

deseaba ni con el beneficio que los afiliados esperaban. El

actual Gobierno quiere llegar más lejos, pero contando con

un mayor esfuerzo contributivo de los trabajadores, con lo

que no está muy de acuerdo el presidente de la ATA (Aso-

ciación de Trabjadores Autónomos), asociación que reitera-

damente ha reclamado la equiparación de las prestaciones

del régimen de autónomos con las del general.

La polémica surge porque desde la Secretaría de Estado se

defiende equiparar en paralelo las prestaciones y el esfuer-

zo contributivo, por estar esa idea dentro del espíritu del

Pacto de Toledo. Es decir, que la política del nuevo gobier-

no iría encaminada a solicitar una mayor proporcionalidad

a los trabajadores por cuenta propia que cotizan menos

tiempo y por bases más bajas. Mientras, la representación

de los trabajadores, como es lógico, pretende que las mejo-

ras solicitadas sean gratuitas o, al menos, no cuesten más

que en el régimen por cuenta ajena.

No hay todavía prevista una fecha ni un método para lle-

var a cabo la política citada. Es más, el Gobierno ha decidi-

do no incrementar las cotizaciones de los trabajadores au-

tónomos con motivo de la subida del salario mínimo in-

terprofesional. Dicha decisión no tiene sentido, pues desde

hace varios ejercicios económicos tales cotizaciones ya no

se establecen en función del citado salario, cosa que sí ocu-

rre en el régimen general. Actualmente son más altas –las

cotizaciones mínimas, claro– que el salario mínimo incre-

mentado con la parte proporcional de dos pagas extraordi-

narias. Sería necesario que el salario mínimo interprofesio-

nal aumentara más de 187 euros mensuales para que influ-

yese en la base mínima del RETA. Ahora la única más baja

es la reducida, que voluntariamente pueden elegir durante

sus primeros tres años de actividad los menores de 30 años

de edad y las mujeres mayores de 45 años, y esas cotizacio-

nes sí han aumentado absurdamente,

pues la reducción de la cuota conlleva

menores prestaciones, cosa que no

preocupa a quienes optan por ella.

Por lo tanto, lo único gratuito que los

autónomos van a conseguir del Go-

bierno será una campaña de informa-

ción para sensibilizarles de manera que de forma voluntaria

aumenten sus cotizaciones para mejorar sus futuras pensio-

nes.

Avante Social

pO p i n i ó n

Desde hace varios años, uno de
los principales objetivos de la
Secretaría de Estado de la
Seguridad Social es la mejora de
la acción protectora en el Régimen
Especial de Trabajadores
Autónomos

Los autónomos como objetivo

“Lo único gratuito que los autónomos van a
conseguir del Gobierno será una campaña de
información para sensibilizarles de manera que
de forma voluntaria aumenten sus cotizaciones
para mejorar sus futuras pensiones“
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Es algo parecido a lo ocurrido hace unos años, cuando, pa-

ra reducir el gasto de la prestación por incapacidad tempo-

ral, el Estado estableció el pago de los primeros quince días

de la misma a cargo de las empresas. Aquella medida no ha

tenido el resultado práctico que pretendía; tampoco conlle-

vó una rebaja de las cotizaciones empresariales al sistema

público de protección social. Pero ahora sí se va a rebajar la

cotización, al menos, según se ha anunciado, la derivada del

trabajo fijo. Esperemos que sea de todo él, no sólo la que se

derive de las nuevas contrataciones, para evitar así agravios

comparativos y de competencia empresarial.

También se pretende que el salario mínimo alcance en esta

legislatura los 600 euros y que las pensiones mínimas au-

menten un total del 26%. Si eso ocurre, no se llegará a cum-

plir la aspiración sindical de que la pensión y el salario mí-

nimos se equiparen, salvo que esa meta fuera que se igualen

ambas cuantías en la pensión de jubilación para mayores de

65 años con cónyuge a cargo.

Finalmente, otro anuncio ha sido el de la reforma de la pen-

sión de viudedad, que, si se hace en la profundidad necesa-

ria, puede ser peliaguda, porque no tendrá que afectar sólo

a la economía del sistema, sino, en no pocos casos, a la de

los posibles beneficiarios.

Las reformas

laborales anunciadas

El presidente de la CEOE está
satisfecho con las reformas
laborales planteadas por el
Gobierno, lo cual es importante
porque la reforma que ya ha
entrado en vigor es el aumento
del salario mínimo interprofesional,
cuyo coste va a recaer sobre los
empresarios

Incongruencia 

de la gran invalidez
Cuando un trabajador es calificado de gran inválido, tiene

derecho a percibir la pensión correspondiente a la incapa-

cidad permanente absoluta incrementada en un 50%, para

que pueda remunerar a la persona que le atienda y sin que

ese aumento opere a los efectos del tope máximo de pen-

sión. Este hecho no es muy congruente con el principio de

solidaridad del sistema de nuestra Seguridad Social, pues

quien mayor pensión percibe más facilidad tiene para pro-

curarse la atención de otra persona. Esta necesidad podía

estar cubierta hasta el último día del año 2001 si el gran in-

válido sustituía el citado incremento por su alojamiento y

cuidado en régimen de internado en una institución asis-

tencial pública del sistema de la Seguridad Social, financia-

da con cargo a sus presupuestos. Esto que no siempre podía

conseguirse, por la escasez de plazas disponibles, y ahora

no es posible en aquellas Comunidades Autónomas que

tengan transferidos los servicios sociales, porque, aunque

hay que entender que los servicios sociales gestionados por

las Comunidades Autónomas quedan incluidos en el ámbi-

to de la Seguridad Social, no cumplen el requisito de finan-

ciación a cargo del presupuesto de ésta.

Lo grave es que este problema está planteado desde hace ca-

si tres años y, ni el Poder Legislativo ni el organismo que

tenga que proponérselo, han hecho nada para suprimir ese

requisito, que supone una importante falta de concordancia

normativa. Claro que más tiempo lleva sin establecerse una

regla más racional para el incremento de la pensión y nadie

protesta.

Eloy Argos



Recorte en la IT

de los desempleados

Cuando a un trabajador que está cobrando la prestación de

incapacidad temporal se le extingue su relación laboral,

sigue percibiendo la citada prestación pagada por la enti-

dad gestora o la colaboradora, pero en la cuantía que le co-

rrespondería por la de desempleo. Durante ese tiempo con-

sume ésta última y, si al causar alta médica, aún tiene dere-

cho a percibir algo de la correspondiente a su situación de

parado, en función del tiempo cotizado, pasa a cobrar la

que le resta o el subsidio asistencial. En este último caso, el

INEM efectúa las cotizaciones a la Seguridad Social, incluso

asumiendo la aportación que corresponde al trabajador por

todo el periodo que se descuente como consumido.

Contrariamente, si, por la entidad de sus lesiones, el traba-

jador desde la situación de incapacidad temporal pasa a la

de incapacidad permanente, para el cálculo de la cuantía de

ésta se le considera como no cotizado el tiempo que ha

consumido de la prestación por desempleo, al estar de baja

médica. Eso se debe a que la entidad gestora de las presta-

ciones por desempleo interpreta de forma tan restrictiva y

equivocada la norma que, en lugar de racionalizar con ella

la anómala situación que se creaba con la concatenación de

prestaciones, produce una injusticia, recortando de la de

desempleo algo tan importante de la misma como es la co-

tización. Pese a esto, nadie soluciona la situación que se

produce desde 1 de enero de 2002, aunque no están de

acuerdo con la misma otros organismos, como el INSS y la

Tesorería General de la Seguridad Social.
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En el seminario “Los retos de la Seguridad Social” celebra-

do el pasado verano en la Universidad Menéndez y Pelayo

de Santander, los expertos coincidieron –no sabemos si

acertadamente– en la necesidad de separar las políticas de

seguridad social de las

normas policiales en ma-

teria de inmigración. En

la mayoría de los países

de la UE se estima que no

hay que equiparar a los

inmigrantes que están en

situación ilegal con los

trabajadores nacionales

legales, pues aquéllos son

como los nacionales que

trabajan en la economía

sumergida. 

A ese respecto, Paul

Schoukens, profesor de la Universidad Católica de Lovaina,

opinó que para tener derecho a todas las prestaciones del

seguro social se debe cotizar, ya que de lo contrario se co-

lapsaría el sistema de pensiones, y que el Consejo de Euro-

pa debería hacer un tratado para esas personas.

También es criterio generalizado que hay que garantizar a

los inmigrantes en situación ilegal unas prestaciones bási-

cas, en razón de los derechos humanos universales, como

es el acceso a la asistencia sanitaria urgente gratuita, que

podría incluir atención

preventiva, porque de

esta forma se protege

también a los ciudadanos

del propio país. Sobre

ello, el subdirector de

Asuntos Sociales Interna-

cionales del Ministerio de

Trabajo español manifes-

tó que quizás fuera con-

veniente no condicionar

el acceso de los extranje-

ros a la Seguridad Social a

la existencia de un per-

miso de residencia legal,

sino al permiso de trabajo, pues la no obligatoriedad de co-

tizaciones referidas a trabajadores ilegales perjudica la com-

petencia leal y fomenta la economía sumergida.

Eloy Argos

Protección social para los inmigrantes

El Ministerio de Trabajo español
manifestó que quizás fuera conveniente
no condicionar el acceso de los
extranjeros a la Seguridad Social a la
existencia de un permiso de residencia
legal, sino al permiso de trabajo, pues
la no obligatoriedad de cotizaciones
referidas a trabajadores ilegales
perjudica la competencia leal y
fomenta la economía sumergida



En la pasada legislatura, algunas reformas laborales estuvie-

ron condicionadas por las directrices del Ministerio de Eco-

nomía más que por las del de Trabajo y Asuntos Sociales. En

la actual, parece que también va a intervenir en alguna de

ellas el Ministerio de Industria, Turismo y Comercio. Al

menos, su titular fue el primero en recomendar la elabora-

ción del Estatuto del Trabajador Autónomo. Seguramente,

porque entiende que ser trabajador autónomo equivale a

ser pequeño empresario. 

Dentro de la actualización que en esa materia anunció el

ministro José Montilla, está la de avanzar en la equipara-

ción del nivel de protección social de los trabajadores por

cuenta propia con el de los trabajadores por cuenta ajena,

incluyendo, según puntualizó hace unos días el Ministro de

Trabajo y Asuntos Sociales, la prestación por desempleo,

aunque financiada por el propio trabajador y con determi-

nadas condiciones. Esto, si bien es algo reiteradamente pe-

dido, no es lo más razonable, pues las necesidades de co-

bertura social que tiene un empresario son muy diferentes

a las de un trabajador a sueldo, que depende exclusiva-

mente de su contrato de trabajo, sin poder influir directa-

mente en la marcha de la empresa.

Ello es así salvo que se pretenda dar mayor carta de natura-

leza al falso autónomo: aquel cuya actividad es por cuenta

ajena, pero encubierta con un contrato mercantil. O bien se

quiera insistir en establecer un nivel de protección volun-

tario, cuando sabido es que la Seguridad Social, si no es

obligatoria, no es Seguridad Social.

A.S.

¿Un estatuto para autónomos?

Opinión abierta

Las páginas de opinión  de  “Avante  Social”  están  abier tas a  colaboraciones re-

fer idas a  temas del ámbito  del t rabajo  de  los graduados sociales o  de  carácter

colegial ,  s iempre  que  en  las mismas se  exponga un  cr i ter io  de  forma respetuo-

sa  o  puedan resul tar  d idáct icas.  Deben ser  de  una  extensión  máxima de  4 .000

caracteres,  inc lu idos los espacios.  En  este  número  hemos optado por  opiniones

breves confeccionadas en su  mayor  par te  por  e l equipo  de  redacción.

Los ar t ículos deberán  remit i rse  por  correo  e lectrónico  a  la  d i rección:  

colegio@graduadosocialcadiz .com
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El día 2 de julio, bajo la presidencia del rector de la Uni-

versidad de Cádiz, Diego Sales Márquez, se entregaron las

becas de la promoción de alumnos de Relaciones Laborales

del curso 2001-2004, así como a la primera promoción de

la licenciatura en Ciencias del Trabajo.

Además del rector de la universidad, intervinieron el con-

sejero de empleo, Antonio Fernández García y el presiden-

te del Colegio de Graduados Sociales, el cual a su vez re-

presentaba a la alcaldía de Cádiz. Todos realizaron una va-

loración del papel que estos futuros graduados sociales ten-

drán en el mundo laboral. 

El presidente de nuestro colegio, tras felicitar a los futuros

compañeros, hizo también una extensa valoración del

nuevo título de Licenciado en Ciencias del Trabajo, el cual

fue aprobado por el Consejo de Ministros celebrado el 15

de octubre de 1999, siendo entonces Ministro de Educación

Mariano Rajoy, satisfaciendo con ello una vieja aspiración

del colectivo de graduados sociales. Recordó que en su

etapa de presidente del Consejo General tuvo el gran honor

de ser el ejecutor de este proyecto, que fue pedido de forma

unánime en el X Congreso Nacional de Graduados Socia-

les, celebrado en Zaragoza.

También intervino el presidente de la Confederación de Em-

presarios de Cádiz. Y en repre-

sentación de los alumnos lo

hizo el colegiado de la corpora-

ción gaditana, José Puente Gar-

cía, quien requirió a las autori-

dades presentes que se dotara

de mayor contenido profesio-

nal a esta nueva licenciatura,

para poder así desarrollar el ver-

dadero espíritu de la misma.

El acto se llevó a cabo en el Pa-

lacio de Congresos y Exposi-

ciones de Cádiz, totalmente re-

pleto de público, agentes socia-

les y operadores jurídicos de

esta provincia.
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Entrega de becas

José Blas Fernández felicita a los alumnos ante la atenta

mirada de los demás integrantes de la mesa presidencial 

Fotografía de la promoción de alumnos 2001 - 2004 

A c t i v i d a d  C o l e g i a lA c t i v i d a d  C o l e g i a l





El día 20 de mayo fueron entregadas las credenciales de la

primera promoción de auditores socio-laborales inscritos

en el registro oficial del Colegio de Graduados Sociales de

Cádiz, que está integrado por quienes, tras la realización

del correspondiente curso, impartido bajo la supervisión

de la Universidad de Cádiz, superaron el examen que, al

efecto, se celebró en la Facultad de Ciencias del Trabajo

La citada entrega tuvo lugar en la sede de la Inspección

Provincial de Trabajo. Asistieron el titular jefe de la misma,

Luis Néstor Ramírez; el vice-rector de alumnos de la uni-

versidad gaditana, David Almorza; la coordinadora del

curso y profesora de dicha universidad, Carmen Jover; la

directora del INSS, Mª Jesús López Morell, y representantes

del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales.

Abrió el acto el presidente del colegio, José Blas Fernández,

el cual se congratuló de que a partir de ahora, tanto los

nuevos Juzgados de lo Mercantil, como la sociedad en ge-

neral, van a contar con un formado cuerpo de auditores

socio-laborales que, adscritos al Colegio de Graduados So-

ciales, van a desarrollar una labor de apoyo en su pericia

profesional que beneficiará a empresas y trabajadores para

el cumplimiento efectivo de sus obligaciones jurídico-labo-

rales y de Seguridad Social. En buena lógica, a partir de

ahora serán requeridos para que, con su buen saber y en-

tender, auditen desde una relación contractual a una pre-

vención de riesgos laborales, pasando por el complicado

mundo de la cotización a la Seguridad Social y la vigilancia

de las normas en esta materia. Ello además, servirá de

apoyo a la Inspección Provincial de Trabajo en su labor de

equilibrio en el mundo de las relaciones socio-laborales.

Por su parte, el jefe de la Inspección de Trabajo y Seguridad

Social, Luis Néstor Ramírez, al cerrar el acto, destacó la pro-

fesionalidad y el reciclaje permanente de los miembros de

nuestro colectivo y entendió que la función que apartir de

ahora se les encomiende será desarrollada con auténtica

constancia en la misión de llevar a cabo unas relaciones

contractuales efectivas en el mundo del trabajo. Pidió, tam-

bién, que este reciclaje permanente que mantienen los gra-

duados sociales no se pare, por el bien del interés general.

21

g

Entrega de credenciales

a la  primera promoción 

de auditores socio-laborales

Fotografía de la primera promoción de auditores socio-laborales 





jNo existe edad máxima de jubilación

Organizada por el Colegio de Graduados Sociales de Cádiz y

la Mutua Universal de Accidentes de Trabajo, el pasado 20 de

mayo, tuvo lugar en la sede del Instituto de Fomento, Em-

pleo y Formación del Ayuntamiento de Cádiz, una confe-

rencia sobre “La pensión de jubilación en el momento ac-

tual, su normativa y comentarios a la sentencia del Tribunal

Supremo de 09-03-2004”, dictada por el magistrado de la

Sala Cuarta del Tribunal Supremo, Benigno Varela Autrán.

El conferenciante ingresó en la carrera judicial en el año 1963

y se encuentra en posesión de la Gran Cruz de la Orden de

San Raimundo de Peñafort. Es el presidente de la Mutualidad

General Judicial, y ha sido portavoz del Consejo General del

Poder Judicial. Fue presentado por el presidente del Colegio

de Graduados Sociales de Cádiz, José Blas Fernández. 

Su intervención se inició hablando de la reciente sentencia

del Tribunal Supremo, del pasado 09-03-2004, de la que

formó parte como miembro de la Sala de lo Social de dicho

tribunal, recordando que en el debate de la ponencia se

dejó patente la actual longevidad de los trabajadores. Si-

guió analizando el momento social en el que nos encon-

tramos, en especial, el aumento de empleo que en estos

años precedentes ha existido y que, siguiendo lo que al res-

pecto establecen el Pacto de Toledo y la Directiva 78/2000

del Consejo Europeo, así como la Ley de Acompañamiento

del año 2003, y teniendo presente establecer un marco ge-

neral contra la discriminación por motivos de edad, se en-

tendió que no podía limitarse la edad de jubilación a los 65

años, situación que efectivamente va a crear serios proble-

mas en la negociación de los futuros convenios colectivos,

donde esta edad estaba limitada y suponía una ruptura

entre el derecho al trabajo y la jubilación forzosa. 

Indiscutiblemente, para Varela esta sentencia marcará un

antes y un después. Así, indicó que debería ser el legislador

el que, por medio de una ley, recondujera el controvertido

tema que esta sentencia ha dejado en un lugar de naturale-

za comprensiva, pues casa y anula la sentencia del Tribunal

Superior de Justicia de Madrid de 17-09-2002, en base a la

derogación de la Disposición Adicional Décima del Estatu-

to de los Trabajadores, por el Real Decreto Ley 5/2001 de 2

de marzo, convalidado por la Ley 12/2001 de 9 de julio, lo

que en resumen viene a declarar que no existe límite máxi-

mo de edad para trabajar.

Finalizada la conferencia, a la que junto a un gran número

de graduados sociales asistieron, entre otros, el director te-

rritorial de la Mutua Universal, Miguel Ángel Guzmán Ruiz,

varios miembros de la judicatura gaditana y del cuerpo de

técnicos del INSS, Tesorería General de la Seguridad Social

e Inspección de Trabajo, existió un largo y profundo deba-

te. Del mismo se dedujo que los trabajadores en cuyo con-

venio de aplicación había una edad límite para trabajar, po-

dían plantear unas negociaciones distintas a la edad de los

65 años, o en cuanto a prejubilaciones, porque con esta sen-

tencia puede ser el trabajador quien imponga su fecha de ju-

bilación con independencia de los convenios colectivos. 
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Benigno Varela, magistrado del Tribunal Supremo, lo dejó claro en la
conferencia que pronunció en Cádiz
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Nuevo reglamento de recaudación

En la ciudad de El Puerto de Santa Maria (Cádiz), se celebró

el día 15 de julio, organizada por nuestro colegio profesio-

nal, una interesante conferencia sobre el nuevo reglamen-

to de recaudación de la Seguridad Social. De la misma fue

ponente Pedro Rodríguez Serrano, actual jefe de la depen-

dencia provincial de Trabajo y Asuntos Sociales.

Nuestro presidente, José Blas Fernández Sánchez, al presen-

tar al conferenciante, destacó los conocimientos de Rodrí-

guez Serrano, quien, además de ser letrado de la Adminis-

tración de la Seguridad Social desde 1992, ha desempeñado

los puestos en la Asesoría Jurídica Central de Madrid y fue

director provincial de la TGSS en Cádiz, pasando desde allí

a ocupar la subdirección general de Recaudación Ejecutiva

de la TGSS y de Procedimiento Ejecutivo y Especiales de Re-

caudación de la TGSS, siendo uno de los principales cola-

boradores en la redacción de los anteproyectos de la Refor-

ma Legal del Procedimiento Recaudatorio (Ley 52/2003, de

10 de diciembre) y del nuevo Reglamento General de Re-

caudación de la Seguridad Social.

En su exposición, Rodríguez Serrano destacó los objetivos

de este nuevo reglamento, entre los que se encuentran la

agilización del cobro forzoso en caso de impago, el incenti-

vo al pronto pago y el sistema de aplazamiento de deudas.

Asimismo, destacó las principales novedades del nuevo re-

glamento, tales como:

✓ Agravamiento de las consecuencias de la falta de pago

en plazo.

✓ Modificación del sistema de derivación de responsabili-

dad: solidaria, subsidiaria y mortis-causa.

✓ Simplificación del sistema de impugnación.

✓ Eliminación de trámites en el procedimiento recaudato-

rio.

✓ Los intereses de demora.

✓ Posibilidad de embargo de bienes de entidades públicas.

✓ Ayudas e incentivos a la solicitud de aplazamiento.

✓ Fecha de aplicación de intereses de demora.

✓ Régimen de recursos.

✓ Nuevos recargos aplicables a deudas por cuotas, desta-

cando en este punto que será el 3% en el primer mes, el 5%

en el segundo mes, el 10% en el tercer mes y el 20% a par-

tir del tercer mes.

Al final de la conferencia, y del consiguiente coloquio ,fue

servido un vino español. Entre los asistentes al acto se en-

contraban miembros de la junta de gobierno del colegio,

del cuerpo de la Inspección de Trabajo y un nutrido núme-

ro de empleados de los despachos de graduados sociales,

junto con los profesionales titulares.

Éxito de la conferencia-coloquio
sobre “Procedimiento de
recaudación de la Seguridad
Social, reforma de la Ley General
de la Seguridad Social 
y nuevo reglamento”

El Colegio Oficial de Graduados Sociales de Cádiz tiene una

bolsa de trabajo que puede ser consultada en la página web

siguiente: www.graduadosocialcadiz.com En la citada pági-

na tienen cabida tanto las ofertas de trabajo como los cu-

rrículos de quienes buscan empleo, con la particularidad de

que estos pueden ser actualizados diariamente.

Bolsa de trabajo



A fin de tratar sobre aquellas cuestiones jurídico-laborales y

de Seguridad Social que en estos meses son la moneda de

cambio para el trabajo cotidiano de los graduados sociales,

en su labor de asesoramiento a las pymes y micropymes de

esta provincia y de Ceuta, tuvo lugar, el día 20 de septiem-

bre último, en el Palacio de Congresos y Exposiciones de

Cádiz, un encuentro profesional en el mundo socio-laboral

que organizó el Colegio de Graduados Sociales en colabo-

ración con la Mutua FREMAP.

Abrió el acto, en nombre del consejero de Empleo, Juan

Manuel Bouza Mera, actual delegado provincial de la Con-

sejería en Cádiz, quien estuvo acompañado por la directo-

ra provincial del INSS, Mª Angustias Soria de la Cruz; la ma-

gistrada-juez del Juzgado de lo Mercantil de Cádiz, Nuria

Auxiliadora Orellana Cano; el teniente de alcalde-delegado

de Fomento del ayuntamiento de Cádiz, Ignacio Romaní

Cantera; el director regional de la Mutua FREMAP, Enrique

Gómez Madrigal; y el presidente de la corporación, José

Blas Fernández Sánchez.

En sus palabras, el delegado de Empleo de la Junta de An-

dalucía, resaltó la figura indispensable del graduado social

en el mundo de las relaciones socio-laborales, y dejó cons-

tancia de la labor de estos profesionales en una provincia

que es, en estos momentos, donde mayor número de con-

venios colectivos se negocian dentro de la Comunidad Au-

tónoma de Andalucía y donde el graduado social desempe-

ña un papel insustituible como figura profesional y como

asesor jurídico-laboral de las partes.

Tras la apertura intervino Enrique García Tomás, vocal del

Consejo General de Colegios de Graduados Sociales y ana-

lista de la Seguridad Social en publicaciones especializadas,

el cual desarrolló ampliamente todas aquellas cuestiones

prácticas que hoy se plantean sobre la jubilación y los de-

terminados casos que sobre esta prestación se vienen suce-

diendo. A continuación intervino David Otero Ortega, co-

ordinador del servicio de prevención ajeno de FREMAP

para tratar sobre la reforma del marco normativo de la pre-

vención de riesgos laborales y la coordinación de la activi-

dad preventiva.

Lucía Acuña Paredes, secretario general de la Asociación Na-

cional de Centros de Enseñanza a Distancia (ANCED), desa-

rrolló, después de un breve descanso en el programa, otra

importante ponencia sobre la nueva formación continua y

su gestión por el graduado social para las empresas que ase-

sora, tocando temas prácticos. Fue asistida por García Tomás

en lo referente a la compensación del coste de esa formación

en la liquidación de seguros sociales. Los datos que aporta-

ron interesaron tanto a los asistentes que se está pensando

en realizar un curso práctico sobre este tema.
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Jornada socio-profesional

Con el objeto de tratar sobre
cuestiones jurídico-laborales y de
Seguridad Social, se celebró una
jornada el día 20 de septiembre
para el colectivo de graduados
sociales de Cádiz

Juan Manuel Bouza Mera, actual delegado provincial de la

Consejería de Empleo en Cádiz, y José Blas Fernández Sánchez,

presidente de la corporación



Para terminar la jornada intervino,

como ponente, el magistrado-presidente

de la Sala de lo Social de la Audiencia

Nacional, José Joaquín Jiménez Sánchez,

el cual desarrolló la actual situación de

los graduados sociales en materia proce-

sal. Hizo una brillante exposición de la

figura procesal de nuestro colectivo, su

historia y los logros conseguidos para

poder ser incluidos los profesionales que

lo integran, como así lo están, en la Ley

Orgánica del Poder Judicial, Ley de Pro-

cedimiento Laboral y la actual Ley Con-

cursal, destacando que esta reciente Ley,

que entró en vigor el día 1 de septiem-

bre, ha sido uno de los mayores logros

profesionales. A su entender, en ella la

figura procesal del graduado social se en-

cuentra incluida dentro del apartado de-

nominado “representación y defensa

procesales” del artículo 184, lo que viene

a determinar que su actuación, al igual

que en los Juzgados de lo Social, está

más allá de la mera representación que

algunos interpretan. Dijo también que la

nueva figura dada en la Ley Orgánica del

Poder Judicial como “representación téc-

nica” puede ser controvertida, y enten-

dió que se debió tener en cuenta por el

legislador cuanto al respecto informó el

Consejo General del Poder Judicial sobre

la figura de la “representación y asisten-

cia técnica” y no cuanto en la actualidad

existe.

Clausuró la jornada el presidente del co-

legio, José Blas Fernández Sánchez,

quien tuvo palabras de elogio para los

ponentes y, en especial, para la Mutua

colaboradora FREMAP, siempre presta a

la formación de todos aquellos operado-

res jurídicos que actúan en el mundo de

las relaciones laborales. Valoró la nutri-

da asistencia de profesionales al encuen-

tro y recalcó que un colectivo se hace

fuerte por el reciclaje permanente al que

se somete y por el reconocimiento que

día a día se gana en la sociedad, actuan-

do con profesionalidad y pericia, como

ocurre con los integrantes del colegio

que preside, del cual se siente orgulloso,

pues es una de las pocas profesiones que

tienen que desmenuzar cada día la nor-

mativa laboral, fiscal y mercantil para

servir como herramienta a aquellos ciu-

dadanos a los que representan y que les

encomiendan su asesoramiento en estas

materias.

De arriba a abajo: 

1. Enrique García Tomás, vocal del Consejo de

Graduados Sociales y analista de la SS

2. Lucía Acuña, secretario general de ANCED

3. José Joaquín Jiménez Sánchez, presidente de

la Sala de lo Social de la Audiencia Nacional

4. Mesa presidencial de la apertura de la Jor-

nada

5. David Otero Ortega, coordinador del Servi-

cio de Prevención Ajeno de FREMAP
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El pasado 18 de marzo de 2004, con motivo de su reciente

jubilación como inspector de Trabajo y Seguridad Social de

la provincia de Cádiz, Alfonso Guillén Madriñán recibió en

el Salón de Plenos del ayuntamiento de Cádiz una distin-

ción corporativa. Esta distinción se le otorgó por la dedica-

ción a su trabajo y por haber sido un hombre eminente-

mente conciliador en todas aquellas controversias que

entre empresas y trabajadores se desarrollan ante la Inspec-

ción Provincial de Trabajo, haciendo patente su dedicación

y honestidad modélica en todo cuanto intervino. Con esta

distinción el colectivo de graduados sociales pone de ma-

nifiesto ante la sociedad y el mundo del Derecho del Tra-

bajo que el cuerpo de la Inspección sigue siendo pieza fun-

damental entre trabajadores y empleadores para llevar a

cabo unas buenas relaciones laborales y una justa calidad

en el trabajo y, en especial, en la justicia social.

En dicho acto intervino el presidente del colegio, José Blas

Fernández, que resaltó los valores del homenajeado.

Posteriormente tomó la palabra el jefe de la Inspección Pro-

vincial de Trabajo, Luis Néstor Ramírez, quien detalló la

semblanza profesional y el compañerismo que siempre

mantuvo el homenajeado y su constante disposición hacia

los profesionales y funcionarios que acuden diariamente a

la Inspección de Trabajo.

Alfonso Guillén hizo un pormenorizado repaso a su vida,

tanto profesional como personal, y relató con evidentes

signos de emotividad y gracejo los distintos escalones que 

había ido subiendo hasta llegar a este momento. Tuvo pa-

labras de agradecimiento no sólo para los graduados socia-

les sino para todos los asistentes, a los que uno a uno los

tuvo y tendrá como verdaderos amigos.

Al acto asistieron varios tenientes de alcalde y concejales

del ayuntamiento de Cádiz, jueces, magistrados, procura-

dores de los tribunales, periodistas, funcionarios de la SS y

de la Inspección de Trabajo, empresarios, representantes

sindicales, abogados y graduados sociales, todos ellos

acompañados de la junta de gobierno de nuestro colegio,

así como de la esposa, hijos y familiares del homenajeado.
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Homenaje a 

Alfonso Guillén Madriñán

Vista general del Salón de Plenos del ayuntamiento de Cádiz

durante la celebración del homenaje

Varios miembros de la Junta de Gobierno y el homenajeado 

en el transcurso del acto

José Blas Fernandez entrega las balanzas de la Justicia a

Alfonso Guillén Martín
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La nueva delegada de Justicia y Administración Pública de

la Junta de Andalucía, Mª Gemma Araujo Morales, recibió

en su despacho oficial al presidente de nuestro colegio, con

el fin de intercambiar impresiones sobre las distintas mate-

rias que este colectivo tiene en sus competencias profesio-

nales y que guardan relación con la consejería de Justicia. 

Tras desearle toda clase de éxitos en su nuevo cargo, y po-

nerse a su disposición, José Blas Fernández Sánchez, puso de

relieve la preocupación que mantiene el colectivo por el de-

terioro de algunos inmuebles que poseen los distintos órga-

nos jurisdiccionales de la capital y provincia y, en especial,

trató la situación de declive que tienen hoy los Juzgados de

lo Social en Cádiz, así como la falta de un emplazamiento

con mejor ubicación del Juzgado de lo Social del Campo de

Gibraltar, el cual se encuentra en Algeciras. 

También planteó la necesidad de poner con carácter urgen-

te los primeros pilares de la Ciudad de la Justicia, tan nece-

saria y que fue prometida por el gobierno autonómico de

Andalucía en la pasada legislatura. Por último, el presidente

se congratuló de que el nuevo Juzgado de lo Mercantil, que

tendrá que desarrollar y aplicar la nueva Ley Concursal, se

ubique en el edificio de la Audiencia Provincial de Cádiz, si

bien entendió que los próximos juzgados que se constitu-

yan en esta jurisdicción mercantil podrían instalarse en

Jerez y en el Campo de Gibraltar, para así poder concentrar

toda la actividad procesal de las más importantes zonas de

nuestra provincia, donde el graduado social tiene mayor in-

cidencia en sus actuaciones profesionales.

Mª Gemma Araujo agradeció la visita y prometió mantener

reuniones periódicas con los colectivos profesionales, en-

tendiendo que hasta que no se ponga en marcha la Ciudad

de la Justicia, buscará soluciones puntuales en las instala-

ciones de los distintos juzgados de la capital y provincia,

donde existe una mejora considerable en todas aquellas

instalaciones que han sido ejecutadas recientemente, entre

las que destacó las de Chiclana y Sanlúcar, esperando que

una vez se hayan realizado los estudios en el proyecto y

catas arqueológicas en el solar existente para la Ciudad de

la Justicia, se puedan acometer las obras con la mayor ur-

gencia, pues consideró que este proyecto de la Junta termi-

nará paliando todos los problemas que, en infraestructura e

instalaciones, se tienen actualmente.

Visita a la delegada provincial

de Justicia y Administración Pública

Mª Gemma Araujo y José Blas Fernández en el transcurso de

la reunión que mantuvieron 



Tras los distintos acuerdos sobre aprobación del presupuesto

para el presente ejercicio, balance de cuentas anuales y apro-

bación de la memoria de las actividades desarrolladas por la

junta de gobierno, se debatieron diversos asuntos. El presi-

dente del colegio relató pormenorizadamente los distintos

logros y avances que para la profesión han supuesto deter-

minadas normas. En resumen fueron:

A) Ley Concursal, con inclusión de nuestra figura procesal.

B) Ley General Tributaria, con nuestra inclusión como ase-

sores fiscales.

C) Sistema RED.

D) Sistema Delt@.

E) Nueva Ley Orgánica del Poder Judicial.

F) Auditoría socio-laboral.

G) Registro de auditores socio-laborales en este colegio.

H) Nueva página web del colegio.

I) Adquisición de una nueva sede colegial.

J) Competencias de la jurisdicción del orden social a la con-

tenciosa-administrativa.

K) Recurso de nuestra figura procesal en la jurisdicción con-

tenciosa-administrativa, ante el TSJ de Andalucía.

L) Notificaciones de la TGSS a los despachos de graduados

sociales, dirigidas a sus empresas, como consecuencia del

Sistema RED.

M) Intrusismo y clandestinidad.

N) Requerimiento a un colegio profesional sobre presunta

actuación en el campo de nuestras competencias.

O) Borrador de los estatutos del Consejo Andaluz de Cole-

gios de Graduados Sociales.

P) Colegiación obligatoria.

Elecciones en el colegio

Tras el correspondiente escrutinio, una vez terminado el

proceso electoral, resultó reelegido presidente José Blas Fer-

nández Sánchez, quien ha ostentado este cargo desde 1980,

y desde 1972 hasta 1980 el de secretario general. Además,

ha ocupado importantes cargos en el mundo de las relacio-

nes laborales y esta reelección ha puesto de manifiesto el ca-

riño y el reconocimiento de todo el colectivo, que, una vez

más, le ha dado la confianza para regir los destinos de la cor-

poración gaditana en los próximos cuatro años. Paralela-

mente, como vocal-delegado en Ceuta, cuyos graduados so-

ciales están adscritos al colegio de Cádiz, resultó reelegido

Miguel Casas López, de brillante trayectoria profesional y

persona muy querida en la citada ciudad.

Colaboración con las víctimas de los

atentados del 11 de marzo

Ya que el Gobierno de la Nación ha reconocido la naciona-

lidad española a las víctimas extranjeras de los atentados

terroristas del 11 de marzo, y habiendo acordado por medio
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Principales acuerdos

de la junta general ordinaria 

Los miembros de la Junta de Gobierno durante el transcurso de la reunión preparatoria de la Junta General Ordinaria



de Real Decreto la necesidad de ayudarlas, reconociendo

que a estas víctimas, sus cónyuges, descendientes y ascen-

dientes en primer grado de consanguinidad se les otorgará la

nacionalidad española, la junta general acordó por unani-

midad realizarles de forma altruista todos los trámites, tanto

en los registros civiles como en los consulares. Para ello, el

colegio se dirigirá a las oficinas que con esta finalidad ha

abierto el ayuntamiento de Madrid, ofreciéndose para reali-

zar todos los trámites en materia de inmigración, reconoci-

miento legal de derechos, asesoramiento jurídico-laboral y

de Seguridad Social que se necesiten y que se lleven a cabo

en nuestra provincia. Serán realizados de forma gratuita por

los distintos colegiados, que dentro de un turno confeccio-

nado por el colegio se pondrán a disposición de quienes lo

deseen, incluyendo cualquier otra materia dentro de las

competencias profesionales de los graduados sociales.

Sistema Delt@

Desde la creación del Sistema Delt@ es habitual una lentitud

muy acusada en la transmisión de los partes, debido a la sa-

turación del servidor común para toda España, lo que pro-

duce una obstrucción permanente en el envío. A pesar de

las múltiples quejas, el servicio se satura diariamente, te-

niéndose que remitir dichos partes incluso a altas horas de

la noche. 

Por ello, se ha elevado una protesta formal ante la Secreta-

ría de Empleo del Ministerio de Trabajo y el INSH, ya que

esta situación perjudica a trabajadores y empresas. En espe-

cial a los primeros, que no pueden recibir la prestación de

pago directo de la incapacidad temporal.

Subvenciones de la Junta de Andalucía

Se volvió a debatir sobre la lentitud y la reiteración en la pe-

tición de documentación ya aportada en los expedientes

por parte de la Junta de Andalucía, en cuanto a las subven-

ciones que tienen que otorgar por la creación de empleo es-

table, al igual que ocurre con el PLEMCA. Se acordó elevar

la queja a estos organismos para que agilicen los trámites

que producen un retraso habitual en estas concesiones.
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El 29 de marzo se celebraron elecciones en el seno de

nuestra Corporación, resultando reelegidos el presidente,

José Blas Fernández, que tomó posesión de su cargo el

mismo día 29, y el vocal residente en Ceuta, Miguel

Casas López. 

Miguel Casas López tomó posesión de su cargo el 27 de

abril, coincidiendo con la celebración de la junta de go-

bierno, la cual resaltó el espiritu de sacrificio que estos

cargos conllevan debido a la entrega que supone simul-

tanear los despachos profesionales con el trabajo en equi-

po propio de la labor dentro del colegio.

La junta de gobierno también expresó públicamente la

satisfacción producida por las reelecciones y la importan-

cia que tiene para el colectivo por la brillante carrera y

trayectoria profesional de los miembros de esta corpora-

ción reelegidos.

La junta de gobierno quedó constituida de la forma siguiente:

Presidente: José Blas Fernández Sánchez

Vicepresidente: Ángel Luis Serrano Casal

Secretario General: Manuel Carlos Raposo Lagóstena

Vicesecretario: Federico Gómez Maline

Tesorero: Manuel Oliva Sánchez

Contador: Fernando Manuel Arjona González

Vocales: Ana Albertos León

Juan José Álvarez Leiva

Francisco José Benítez de la Calle

Luis Carrasco Quiñones

Ángeles Mª Morenos Virués

Jesús Puente Álvarez

Vocal Delegado de Ceuta: Miguel Casas López

Delegado Campo de Gibraltar: Gonzalo Cabrera Saraiba

Vicepresidentes de Honor: Juan Antonio Novo Ruiz

Juan Pedro Aragón González
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Miguel Casas López, vocal residente en Ceuta, jura su cargo

durante la celebración de la junta general ordinaria en

presencia de los demás miembros de la junta de gobierno 

De izda. a dcha., Juan José Álvarez, Ana Mª Albertos, Ángel Luis

Serrano, José Blas Fernández, Manuel Carlos Raposo

Toma de posesión de nuevos

miembros de la junta de gobierno
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D e  i n t e r é s p r o f e s i o n a l

El día 1 de septiembre entró en vigor la Ley Concursal, a

través de la cual se llevará a cabo el trámite judicial de las

insolvencias, suspensiones de pagos y quiebras, entre otros,

así como la declaración del concurso de la sociedad y sus

efectos. Es de destacar que en la citada Ley se contempla

por primera vez la figura procesal del graduado social. Lo

hace en su artículo 184. Esta norma corrige defectos que

existían en nuestro Ordenamiento Jurídico, que demanda-

ban la necesaria reforma global del derecho concursal espa-

ñol, el cual ha contado hasta el surgimiento de esta nueva

normativa, con una legislación dispersa e inadecuada, ade-

más de obsoleta y que propiciaba maniobras de mala fe,

abusos y simulaciones en esta materia que desembocaban

en soluciones injustas. 

Entre otros aspectos, contempla las siguientes novedades:

✓ El presupuesto subjetivo de la declaración del concurso

es el deudor (sea persona natural o jurídica) y su presu-

puesto objetivo es la insolvencia del deudor, que se en-

cuentra en este estado patrimonial cuando no puede cum-

plir regularmente sus obligaciones exigibles.

✓ La nueva norma limita los efectos de la declaración de

concurso, reduciéndolos, con un sentido funcional, a aque-

llos que beneficien la normal tramitación del procedimien-

to concursal, permitiendo al juez graduarlos y adecuarlos a

las circunstancias concretas de cada caso.

✓ Los efectos de la declaración de concurso sobre el deudor

se atenúan respecto de los establecidos por la legislación,

suprimiéndose los que tienen un carácter represivo del pre-

supuesto objetivo (la insolvencia) y reservándose la inhabi-

litación del deudor para los supuestos de concurso califica-

do como culpable.

✓ La declaración concursal no interrumpe por sí sola el

ejercicio de la actividad profesional o empresarial del deu-

dor, sin perjuicio de otros efectos que esa declaración puede

producir sobre las facultades de administración y disposi-

ción de su patrimonio.

✓ Durante la tramitación del concurso, se mantienen los

órganos de la persona jurídica deudora (sociedad), pudien-

do los administradores del concurso ejercer las acciones de

responsabilidad contra los administradores, auditores y li-

quidadores, sin necesidad de previo acuerdo de la junta o

asamblea de socios, y estando el juez legitimado para acor-

dar el embargo de los bienes y derechos de los administra-

dores y liquidadores cuando exista posibilidad de que el

concurso se califique como culpable y de que la masa acti-

va (bienes y derechos que integran el patrimonio del deu-

dor) resulte insuficiente para satisfacer todas las deudas. Por

otra parte, la administración concursal, por iniciativa pro-

pia o a instancia del deudor, podrá exigir o suspender los

contratos de éste con el personal de alta dirección.

✓ Los efectos del concurso de la sociedad sobre los socios

que responden subsidiariamente de las deudas de ésta se re-

ducen a atribuir a la administración concursal la legitima-

ción exclusiva para ejercer la acción correspondiente, una

vez aprobado el convenio o abierta la liquidación, evitán-

dose así tanto la extensión automática del concurso a per-

sonas que, aun responsables de las deudas sociales, pueden

ser solventes, como las reclamaciones individuales de los

acreedores contra los socios, situaciones que perturban con

la anterior legislación el buen orden del concurso.

✓ La declaración del concurso no afecta por sí sola, en princi-

pio, a la vigencia de los contratos con prestaciones reciprocas

pendientes de cumplimiento por ambas partes de la relación

La Ley Concursal

Contempla la figura procesal del graduado social



Según nuestros estatutos, en la actuación profesional de

los graduados sociales frente a terceros, se debe observar

lo siguiente:

1. En todas las cartas, minutas, circulares, publicidad, pá-

ginas amarillas, etc., tiene que figurar necesariamente

nuestro nombre y apellidos, así como el título de gradua-

do social (artículo séptimo y artículo quinto apartado c)

del Real Decreto 3549/77, de 16 de diciembre).

2. La autorización al Sistema Red se debe solicitar como

graduado social, no en nombre de una persona jurídica.

3. En las minutas de honorarios hay que insertar nuestro

nombre y apellidos, domicilio del despacho y D.N.I., así

como la expresión "graduado social".

4. En las placas que se colocan a la entrada de nuestros des-

pachos no es ilícito insertar un nombre comercial, pero es

obligatorio que figure, al menos, nuestro nombre y apelli-

dos a continuación.

5. No está permitido figurar bajo la denominación de per-

sona jurídica. Nuestros estatutos son sobradamente claros

en este extremo y por ellos tenemos la obligación de re-

girnos, no olvidando que podemos "asociarnos" con otros

graduados sociales o profesionales, pero conservando

cada uno su nombre y titulación. 

Ocultar nuestro nombre y título, cubriéndolos con un nom-

bre o manto de "mayor impacto", es como renegar de lo que

somos hoy en la sociedad, cuando, por el contrario, nos

debe enorgullecer, pues la profesión es muy sólida y digna.

Obligaciones profesionales
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empresarial (empresario/cliente), si bien la nueva normativa

prevé tanto la posibilidad de una declaración judicial de reso-

lución del contrato como la de enervarla en caso de que exis-

ta causa para una resolución por incumplimiento.

✓ La administración concursal, el deudor o los trabajado-

res de la empresa concursada, a través de sus representantes

legales, podrán solicitar del juez del concurso la modifica-

ción sustancial de las condiciones de trabajo y la extinción

o suspensión colectivas de los contratos de trabajo en que

sea el empresario el concursado.

Para la aplicación de la nueva Ley se han creado los Juzga-

dos de lo Mercantil, correspondiendo uno de ellos a la pro-

vincia de Cádiz.

El Juzgado de lo Mercantil de Cádiz

entró en funcionamiento el 14 de julio

En el BOE del día 13 de julio se publicó el RD 1649/2004,

de 9 de julio, por el que entre otras cosas, se constituyen de-

terminados juzgados, todos ellos en materia mercantil, en-

contrándose entre estos, y de ámbito provincial, el Juzgado

nº 1 de Cádiz. Estos juzgados llevarán a cabo específica-

mente la aplicación de la Ley Concursal, Ley 22/2003, de 9

de julio, por la que su fin es corregir determinados defectos

existentes en nuestro Ordenamiento Jurídico, que deman-

daba la necesaria reforma global del derecho concursal es-

pañol, la cual se encontraba con una legislación dispersa e

inadecuada, además de obsoleta y que propiciaba manio-

bras de mala fe, abusos y simulaciones en esta materia, que

desembocaban en soluciones injustas. La referida Ley Con-

cursal, que entra en vigor el 1 de septiembre de 2004, lle-

vará a cabo el trámite judicial de las insolvencias, suspen-

siones de pagos y quiebras, entre otros, así como la decla-

ración del concurso de la sociedad y sus efectos. En la

misma, se contempla por primera vez la figura procesal del

graduado social en su artículo 184, ya que la jurisdicción

del orden social se tendrá que inhibir en aquellas situacio-

nes que afecten y contemplen esta nueva Ley Concursal.

Con la llegada del Juzgado nº 1 de Cádiz este colectivo es-

pera que se agilicen de forma expresa todos los procedi-

mientos que a partir de ahora se vean en esa jurisdicción,

desconociéndose aún la ubicación de ese órgano jurisdic-

cional, esperando se pronuncie la Consejería de Justicia a la

mayor urgencia posible, ya que necesariamente debe estar

ubicado en la capital de la provincia.



Contratos imposibles

Algunos trabajadores que quieren jubilarse parcialmente

reduciendo su jornada laboral hasta el 15%, pretenden, de

acuerdo con la empresa, concentrar toda la prestación de

los servicios que deberían realizar durante la totalidad del

tiempo que les falta para cumplir los 65 años de edad y re-

alizarlos a jornada completa a partir del momento en que

inicie su jubilación parcial. Pero el criterio de la entidad

gestora competente para reconocer las pensiones de jubi-

lación es contrario a esa pretensión. Las razones son las si-

guientes:

según el artículo 12.6 del Estatuto de los Trabajadores, el

contrato de trabajo se entiende celebrado a tiempo parcial

–el que ha de suscribir el jubilado– cuando se haya acorda-

do la prestación de servicios durante un número de horas

al día, a la semana, al mes o al año, inferior a la jornada la-

boral de un trabajador a tiempo completo comparable, de-

biendo figurar por escrito el número de horas contratadas y

su distribución. Por ello, no es posible limitar a un deter-

minado periodo de sólo un año la totalidad de la jornada

que le correspondería trabajar a un jubilado a tiempo par-

cial durante el tiempo que le falte para jubilarse a tiempo

completo, si éste fuera superior a doce meses.
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Relaciones laborales

A) Ante la excesiva temporalidad en el empleo se preten-

den abordar cambios en este tipo de contratos.

B) Se harán reformas en la subcontratación, respecto a las

empresas principales.

C) Se incrementarán los servicios técnicos de empleo para

dotar de mayor formación a los trabajadores.

D) Se mejorará el desempleo para algunos colectivos.

E) Se pretende crear una Agencia Estatal de Seguridad e Hi-

giene en el Trabajo.

F) Se mejorará el indispensable papel de las mutuas de ac-

cidentes de trabajo.

G) Se reformará por Real Decreto Ley el salario mínimo in-

terprofesional. (Abordado en el Consejo de Ministros

del día 25 de junio de 2004).

Seguridad Social

A) Bases de cotización iguales a ingresos reales para fortifi-

car el sistema.

B) Se prolongará la edad de jubilación.

C) Se realizarán carreras de cotización más largas.

D) Se sabrá antes de un año de jubilación, por vía telemá-

tica, la cantidad exacta que se percibirá por la presta-

ción.

E) Subida de las pensiones mínimas en un 26%.

Otros asuntos

A) Se creará el Consejo Estatal del Pueblo Gitano.

B) Se crearán nuevas figuras para las familias numerosas.

C) Se promulgará una Ley de igualdad de oportunidades

para deficientes y minusválidos.

D) Se realizará una oferta pública de empleo donde el 5%

se reservará para discapacitados.

Programa del Ministerio 

de Trabajo y Asuntos Sociales

En la comparecencia que el
Ministro de Trabajo y Asuntos
Sociales hizo en el Senado para
explicar las líneas de actuación de
su departamento, resaltó diversas
reformas en relaciones laborales y
en Seguridad Social
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La Confederación de Empresarios de Cádiz ha firmado un

convenio de colaboración con el Centro de Recuperación

de Minusválidos Físicos de San Fernando (CRMF), depen-

diente del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales , con

el objetivo de ofrecer a los jóvenes con discapacidad físi-

ca y/o sensorial que allí se forman, mayores oportunida-

des para su inserción laboral. El citado centro dispone de

talleres de ofimática y gestión administrativa, diseño grá-

fico, multimedia y vídeo interactivo, nuevas tecnologías,

electrónica, encuadernación, marquetería, reparación del

calzado y marroquinería, actividades y decoración del

hogar, por lo que pueden estos trabajadores ser útiles, no

sólo para nuestros despachos, sino para las empresas a las

que asesoramos. 

Empleo 

para discapacitados

La Confederación de Empresarios de Cádiz ha firmado un convenio de
colaboración con el Centro de Recuperación de Minusválidos Físicos de
San Fernando

Dirección: Avda. María Auxiliadora, 4
Teléfono: 956 071 100
Averías: 956 071 150

Fax: 956 071 106
www.electricadecadiz.es

clientes@electricadecadiz.es
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La formación continua

de trabajadores
Tras casi un año después de la entrada en vigor del nuevo

modelo de gestión de la formación continua, mediante el

cual las empresas pueden formar a sus trabajadores cuando,

cómo y donde quieran, no está teniendo tanta aplicación

como se esperaba, seguramente porque no se ha difundido

convenientemente la información necesaria. 

Como un apunte del mismo cabe decir que las empresas

disponen de un crédito que resulta de aplicar la cuantía in-

gresada con la cotización a la Seguridad Social en concepto

de formación profesional durante el año anterior, que se

materializa mediante su descuento en el boletín de cotiza-

ción correspondiente al mes en que haya finalizado la for-

mación de cada grupo de trabajadores y, en todo caso, con

anterioridad al 31 de enero del año siguiente. 

Actualmente, el crédito es el 90% de lo cotizado en 2003

para las empresas de 6 a 9 trabajadores; el 52% de 50 a 249

trabajadores y el 42’5% las de superior dimensión. No obs-

tante, las empresas de 1 a 5 trabajadores, en lugar de un

porcentaje sobre la cuota pagada, tienen un crédito de 350

€, que es anual para las de 3 a 5 empleados; para un perio-

do de tres años en las de un trabajador y para dos años en

el caso de contar con dos trabajadores. En las empresas cre-

adas durante el año 2004, la bonificación es de 62 € por

trabajador.

El Colegio Oficial de Graduados Sociales de Cádiz ha de-

nunciado reiteradamente el estado en el que se encuen-

tran las infraestructuras judiciales de la ciudad que re-

cuerdan más a un estado tercermundista que a una admi-

nistración moderna, como debiera corresponderse a la ju-

dicatura. No es de recibo el retraso que sufre el proyecto

de creación de la Ciudad de la Justicia, en el que se aglu-

tinarían, según la Consejería de Justicia de la Junta de An-

dalucía, los juzgados de la ciudad y las dependencias ad-

ministrativas. Tanto es así que en la Cárcel Real, sede de

los Juzgados de lo Social han aparecido en muchas oca-

siones cucarachas, que, por el estado de la limpieza, se tar-

dan días en recoger. A ello se une el estado en que tienen

que trabajar los funcionarios y profesionales en estas de-

pendencias, sin apenas sitio y soportando tanto el calor

en verano como el frío en invierno, pues los aparatos de

aire acondicionado brillan por su ausencia. Los graduados

sociales hemos pedido a la Junta de Andalucía que tome

cartas inmediatamente en este asunto para atajar una si-

tuación insostenible que parece creada para justificar

algún traslado de dependencias judiciales fuera de la ca-

pital. En este sentido, no vamos a permitir más agravios

por parte de una administración que, desde que se hizo

cargo de la justicia en Cádiz, ha dado muy pocas muestras

del interés que se le presupone y tanto defendía cuando

no tenía competencias, pues hasta ahora sólo han existi-

do parches en unas instalaciones que por día se están de-

teriorando y donde el justiciable se encuentra desplazado,

pues no reúne las condiciones que una Administración de

Justicia moderna debe tener.

Uno de los mayores inconvenientes con el que se enfrentan

los profesionales de la justicia en la ciudad de Cádiz es pre-

cisamente el estado de deterioro en que se encuentran las

dependencias judiciales de la ciudad, por lo que es inacep-

table que un proyecto como el de la Ciudad de la Justicia

fuese utilizado en campaña electoral y aún no se sepa ni

cuándo ni cómo se iniciarán esas tan necesarias obras.

Lamentable estado

de los juzgados

No es de recibo el retraso en el proyecto de creación de la Ciudad de la
Justicia, que fue utilizado como reclamo electoral





Con motivo de la presentación del borrador del Estatuto

del Trabajador Autónomo, esperado para el pasado mes de

septiembre, Unión Profesional (UP) quiere insistir en varios

puntos concretos que considera de especial relevancia para

el futuro de los profesionales autónomos. UP insiste sobre

la importancia de que el futuro estatuto recoja, entre otros:

☛ La convergencia del régimen de autónomos (RETA) con

el Régimen General.

☛ La posibilidad de acogerse al RETA a tiempo parcial (pre-

supuesto el trabajo principal por cuenta ajena).

☛ El Régimen General –incluso a tiempo parcial– para los

familiares (hasta segundo grado y cónyuge) del profesional

autónomo que trabajen para él.

☛ El principio de contributividad: cobrar por lo que se ha

cotizado ajeno a límites establecidos.

☛ El inicio profesional con base de cotización más baja.

Unión Profesional, por todos estos motivos, está haciendo

las gestiones necesarias para retomar el grupo de trabajo

mixto creado en anteriores legislaturas junto al Ministerio

de Trabajo y Asuntos Sociales, enmarcadas en la estrategia

de diálogo social dentro de la que se reconocía la presencia

de las profesiones españolas. De las conclusiones derivadas

de dichos trabajos, Unión Profesional destaca la necesidad

de contar con un RETA a tiempo parcial, en los casos en los

que exista un trabajo principal por cuenta ajena. En lo re-

lativo a las empresas de autónomos, la preocupación prin-

cipal gira en torno a la posibilidad de que los familiares del

profesional autónomo (hasta segundo grado y cónyuge)

que trabajen para él, puedan cotizar en el Régimen General

–incluso a tiempo parcial–, frente a la situación actual en

que necesariamente deben acogerse al régimen de autóno-

mos.

Por último, de las reuniones del grupo de trabajo y de los

documentos elaborados por Unión Profesional se deriva

también una preocupación en torno al principio de contri-

butividad, en cuanto a que se cobre por lo que es cotizado,

eliminando así los límites establecidos, que generan perjui-

cios para aquellos profesionales autónomos que cotizan por

encima de la cantidad límite. La idea general que defiende

Unión Profesional, en este aspecto, es que haya una rela-

ción directa entre cotización y derechos pasivos (jubila-

ción, viudedad, incapacidad,...), incluyendo los casos en los

que la cotización proviene de dos vías o empleadores. 

Todas estas medidas conducirían, sin duda, a un incremen-

to de las afiliaciones a la Seguridad Social.

En este sentido, otra cuestión reseñable es la relativa a los

jóvenes que inician su actividad profesional. Como telón

de fondo está el que las bases sean más bajas. Esto es, hacer

más soportable las cuotas, facilitando así el inicio de dicha

actividad.

Gabinete de prensa Unión Profesional

39

A c t u a l i d a dA c t u a l i d a d

Estatuto para 

el profesional autónomo

Ante la redacción del borrador del
Estatuto del Trabajador Autónomo,
Unió Profesional solicita un
estatuto para el profesional
autónomo más justo y equilibrado



La condición de mutualista del régimen general con ante-

rioridad al año 1967, proporciona ventajas para la pensión

de jubilación. Por un lado, la bonificación del tiempo coti-

zado después del día 1 de enero de 1960; por otro, la posi-

bilidad de acceder a la citada pensión a partir de los 60

años, aun estando de alta en el momento del hecho cau-

sante en un régimen especial. Pero esas ventajas, sin condi-

cionamientos durante muchos años, se han recortado.

Ahora, la posibilidad de jubilarse a partir de los 60 años está

supeditada a que se acredite como cotizado el 25% de la

vida laboral a un régimen que reconozca ese derecho o,

como mínimo, 5 años, si las cotizaciones totales superan

los 30 años. También ha desaparecido el aumento de la co-

tización acreditada si no reconoce la pensión el régimen ge-

neral, por no acceder a la jubilación desde el mismo o por

no tener acreditados en él 15 años de cotización.

Este último criterio lo ha adoptado también el Instituto Na-

cional de la Seguridad Social para la jubilación parcial. De

manera que para acceder a la misma no basta ser un traba-

jador por cuenta ajena que transforme su contrato a tiem-

po completo por otro a tiempo parcial (o que reduce la jor-

nada de este último), sino que, además, es necesario que la

pensión que pudiera corresponder sea reconocida por un

régimen de trabajadores por cuenta ajena. Para ello se apli-

can las normas que, dentro del sistema de la seguridad so-

cial, regulan y determinan cuál es la legalidad aplicable,

cuando el trabajador ha cotizado a más de uno de los regí-

menes.

40

Prestaciones familiares

El nuevo Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales pretende

que la bonificación fiscal que tienen las mujeres trabajado-

ras con hijos menores de tres años se amplíe a las que, por

cualquier razón, no estén dadas de alta en el ámbito labo-

ral. Si esta mejora se hace efectiva y llega a considerarse

prestación familiar, tendrá que ser en la modalidad no con-

tributiva, pues para las contributivas ha de existir una coti-

zación a la Seguridad Social. Ahora, estas últimas se limitan

a tener la consideración de periodo de cotización efectiva,

a efectos de las prestaciones por jubilación, incapacidad

permanente, muerte o supervivencia y maternidad, el pri-

mer año de excedencia con reserva de puesto de trabajo que

disfruten los trabajadores por cuidado de cada hijo, natural

o adoptado, o de menor acogido, en los supuestos de aco-

Pensiones bonificadas

gimiento familiar permanente o preadoptivo, o por cuida-

do de otros familiares. Este periodo puede ser de 15 meses

si la unidad familiar de que forma parte el menor, en razón

de cuyo cuidado se solicita la excedencia, tiene la conside-

ración de familia numerosa de carácter general, o de 18

meses, si lo es de categoría especial.

Las prestaciones no contributivas consisten en una asignación

económica por cada hijo menor de 18 años o con minusvalía

superior al 65%, cualquiera que sea la naturaleza legal de la fi-

liación, así como por los menores acogidos; una prestación

económica de pago único a tanto alzado por nacimiento o

adopción de tercer hijo o sucesivos y una prestación económi-

ca de pago único por parto o adopción múltiple.
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El presidente de nuestro colegio, José Blas Fernández Sán-

chez, que también ostenta el cargo de senador del PP por

Cádiz, ha sido designado, por su Grupo Parlamentario

Popular del Senado, como ponente de dos proposiciones

de Ley que próximamente se van a debatir en el Sena-

do.que son:

☛ La Ley para compatibilizar las pensiones del Seguro

Obligatorio de Vejez e Invalidez (SOVI) con las pensiones

de viudedad del Sistema de la Seguridad Social.

☛ la Proposición de Ley para la derogación de la prohibición

a las comunidades autónomas de completar las pensiones. 

José Blas Fernández, que es portavoz adjunto del Grupo Po-

pular en la Comisión de Trabajo y Asuntos Sociales en el Se-

nado, ya ha remitido al Gobierno varias preguntas escritas

referentes a estas materias, y tras su designación como po-

nente en estas proposiciones de Ley, ha asegurado que tra-

bajará con todas las partes implicadas para proponer el mejor

texto posible y favorable a los intereses de los ciudadanos.

José Blas Fernández es designado 

como ponente de dos proposiciones

de Ley que se debatirán en el Senado 

La primera es la Ley para compatibilizar las pensiones del Seguro
Obligatorio de Vejez e Invalidez (SOVI) con las pensiones de viudedad
del sistema de la Seguridad Social 

La segunda es la Proposición de Ley para la derogación de la
prohibición a la comunidad autónoma de completar las pensiones

La extinción del contrato de trabajo por causa no imputa-

ble a la libre voluntad del trabajador puede servir a éste

para tener acceso a la jubilación anticipada, si no ha sido

mutualista antes del año 1967; también para tener menor

coeficiente reductor en la cuantía de la misma, en función

de los años cotizados, tanto si fue mutualista o no. Sin em-

bargo, a tenor de las normas que desde el año 2002 regula-

ban la jubilación anticipada, las entidades gestoras compe-

tentes para el reconocimiento de la pensión de jubilación

entendían que para que la causa de la extinción del con-

trato de trabajo no se considerase imputable a la libre vo-

luntad del trabajador, con independencia de que accediera

o no a las prestaciones por desempleo, debería producirse

una acción por parte del mismo oponiéndose o impugnan-

do la causa extintiva. Es decir, que no bastaba con presen-

tar una carta de despido, sino que era preciso demostrar la

causa no imputable al trabajador con el documento oficial

-acta de conciliación o sentencia- en que figurase que se

había producido su despido sin posibilidad de readmisión.

Tal interpretación era acertada, pero contrastaba con los re-

quisitos que ahora se precisan para acceder a la prestación

por desempleo, la cual supone, en todo caso, la pérdida del

trabajo por causas ajenas a la voluntad del trabajador. Por

eso, se ha modificado la norma y, desde el primer día del

año en curso, para tener derecho a los citados beneficios

bastará con que se esté en situación legal de desempleo por

extinción de una relación laboral en España.

Jubilación anticipada 

de los no mutualistas
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Autónomos en 

incapacidad temporal

Los trabajadores por cuenta propia –incluso los agriculto-

res– que se encuentren en situación de incapacidad tempo-

ral, riesgo durante el embarazo o descanso por maternidad,

deben presentar ante el INSS o la mutua con que hayan

concertado la contingencia de incapacidad temporal, una

declaración sobre la persona que gestione directamente el

establecimiento mercantil, industrial o de otra naturaleza

del que sean sus titulares o, en su caso, el cese temporal o

definitivo de la actividad desarrollada. Tal declaración debe

hacerse dentro de los 15 días siguientes a la fecha de baja,

en caso de incapacidad temporal, o de la suspensión de la

actividad, en los supuestos de prestación de riesgo durante

el embarazo. En el caso de maternidad, dentro de los 15

días siguientes a la fecha del parto, o de la fecha de la reso-

lución administrativa o judicial mediante la que se consti-

tuya el acogimiento o la adopción. Cuando el inicio del

descanso por maternidad se haya iniciado con anterioridad

al parto, el plazo de 15 días se contará a partir de la fecha

del inicio de dicho descanso. Mientras se mantenga la si-

tuación de incapacidad temporal o de riesgo durante el em-

barazo, los trabajadores, si fueran requeridos a ello, estarán

obligados a presentar ante el INSS o la mutua de accidentes

de trabajo, según corresponda, la declaración de la situa-

ción de la actividad, con periodicidad semestral, a contar

desde la fecha en que se hayan iniciado las situaciones de

incapacidad o descanso.

Aunque la norma que regula esta obligación no establece

excepción alguna, la entidad gestora de las prestaciones en-

tiende que la misma no afecta a los trabajadores por cuen-

ta propia de la agricultura, sino únicamente a los adscritos

al Régimen Especial de Autónomos.

El legislador ha enmendado la incompatibilidad que existía

desde el día 1 de enero de 2004 entre el cobro de la pensión

de orfandad a favor de huérfanos con 18 años o más, inca-

pacitados para todo trabajo, y el de la asignación económi-

ca por hijo a cargo mayor de la citada edad y minusválido

en grado igual o superior al 65%. 

Se ha hecho modificando la normativa que regula la pen-

sión de orfandad, de manera que tales huérfanos, si acredi-

tan los requisitos para acceder a la asignación económica

por hijo minusválido a cargo mayor de 18 años, cobren la

cuantía que resulte de aplicar el 20% a la base reguladora de

la prestación, incrementada, una vez garantizado el com-

plemento a mínimo que pudiera corresponder, con el im-

porte, en cómputo anual, de la asignación establecida en

cada ejercicio económico a favor del hijo a cargo mayor de

18 años, en función del grado de minusvalía acreditado.

Dicho incremento no se tomará en consideración a los

efectos de que la suma de la pensión o pensiones de orfan-

dad con la de viudedad no pueda superar la cuantía de la

base reguladora de que se deriva. La norma entró en vigor

el día 6 de marzo, pero sus efectos económicos son para las

pensiones causadas a partir del día 1 de enero. Por eso,

cuando en los hechos causantes producidos durante el pre-

sente año se hubiera optado por la asignación por hijo a

cargo, podrá realizarse una nueva opción a favor de la pen-

sión de orfandad modificada. 

Los efectos se retrotraerán a la fecha del hecho causante

con el consiguiente descuento de las cantidades percibidas.

Huérfanos inválidos



Nuestro colegio, representado por su presidente, José Blas

Fernández, ha firmado un convenio de colaboración con el

Servicio de Certificación de los Registradores, representado

por Arjan Sundardas Mirchandani, director general del ser-

vicio de los registradores de la propiedad, mercantiles y de

bienes muebles de España, y Manuel Lorenzo, director de

innovación del Colegio de Registradores de la Propiedad,

Mercantiles y de Bienes Muebles.

Mediante ese convenio, el Servicio de Certificación de los

Registradores (SCR) ofrecerá a los graduados sociales cole-

giados de Cádiz los servicios siguientes:

✔ Obtención de firma electrónica reconocida para los

colegiados del Colegio de Graduados Sociales de Cádiz.

✔ Envío de documentos a los Registros de la Propiedad,

Mercantiles y de Bienes Muebles por procedimientos tele-

máticos, en los supuestos en que la legislación lo permita.

✔ Acceso al sistema de notificaciones fehacientes.

La firma electrónica reconocida constituye la base para el

uso de los demás servicios y permite la relación con los re-

gistros. Para el uso del sistema de notificaciones electróni-

cas fehacientes, el interesado no necesitará software espe-

cial, bastará con Outlook e Internet Explorer 5.5 SP2 o su-

perior, y se conectará, con su firma electrónica reconocida,

al Servicio de Notificaciones desde donde podrá descargar-

se el contenido de las mismas.

Importante herramienta de trabajo

El SCR expedirá de manera gratuita, previa solicitud del co-

legiado interesado en la página web http://www.registrado-

res.org/scr/agenda, certificados digitales con atributos de

graduado social del Colegio de Cádiz. La expedición se ve-

rificará en una única comparecencia ante el registrador

mercantil o de la propiedad expresamente habilitado, pre-

via comprobación de la identidad del solicitante. El regis-

trador, al actuar como autoridad de Registro durante el pro-

ceso de expedición de los certificados, atestigua la identi-

dad del solicitante y la aportación de certificación suficien-

te de su condición de colegiado en activo, a la entrega del

certificado. Cualquier cambio posterior en la situación pro-

fesional de los colegiados titulares de certificados expedidos

por SCR deberá ser inmediatamente comunicada.

El sistema de envío de notificaciones fehacientes permite

que el destinatario de las mismas sea la persona que se ha

relacionado con el Registro, y no solo el autor del docu-

mento. Además, puede utilizarse con independencia de que

el documento al que la notificación se refiera, sea docu-

mento telemático o en soporte papel.

Las condiciones de uso 

Primera- La obtención de firma electrónica reconocida no

tendrá ningún coste para los colegiados del Colegio de Gra-

duados Sociales de Cádiz.

Segunda- Será por cuenta del colegiado el coste del “ kit” que

incluye el lector utilizado para firmar electrónicamente los

documentos y la tarjeta donde se almacenan las claves públi-

ca y privada y el certificado de firma electrónica reconocida.

Tercera- El “kit”, compuesto por un dispositivo de creación

de firma y software criptográfico costará 60 euros.

Los envíos de documentos a los Registros se tarificarán con-

forme al esquema siguiente:

■ Abono anual de 60 euros, asociado a cada certificado, que

incluye el coste de los primeros 25 envíos.

■ 2 euros por envío a para los siguientes 475 envíos.

■ 1 euro por envío para los envíos a partir del 501.

El cómputo de los envíos a efectos de cálculo del tramo de

tarifa aplicable se realizará por años naturales, con finaliza-

ción el 31 de diciembre.
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